





































la	 ingestión	 por	 parte	 de	 sus	 madres	 embarazadas	 de	 medicamentos	 con	 talidomida,	 para	
combatir	las	náuseas	y	los	mareos.	Sesenta	años	después	del	nacimiento	de	la	llamada	“generación	
de	 la	 talidomida”,	 los	 afectados	 en	 España	 han	 visto	 cómo	 los	 tribunales	 han	 desestimado	 su	
reclamación	 judicial	de	 indemnización.	Este	artículo	hace	un	 repaso	al	 recorrido	 judicial	de	 la	
reclamación	en	España,	y	lo	compara	con	la	respuesta	legal	que	ha	recibido	en	otros	países.	































y	mareos.	 Finalmente	 la	 talidomida	 se	 vendió	 en	más	 de	 40	 países	 bajo	más	 de	 sesenta	 nombres	




nacidos	 con	 focomelia	 y	 otras	 alteraciones	 genéticas	 graves,	 como	 la	 ausencia	 o	 reducción	 de	
extremidades	superiores	e	inferiores,	malformaciones	de	órganos	internos,	alteraciones	auriculares	y	
visuales.	 El	 primer	 bebé	 nacido	 con	 esta	 afectación	 congénita	 había	 nacido	 en	 diciembre	 de	 1956,	
incluso	 antes	 de	 su	 comercialización,	 pues	 Grünenthal	 distribuía	 muestras	 gratuitas	 entre	 sus	
empleados.	A	 lo	 largo	de	1960	y	1961	aparecieron	 indicios	 fundados	de	 la	 relación	 causal	 entre	 el	
consumo	de	 talidomida	durante	el	embarazo	y	esas	malformaciones	graves.	El	10	de	noviembre	de	





































Cabe	valorar	positivamente	que	 la	carga	de	 la	prueba	de	 la	relación	de	causalidad	no	recaiga	




de	 discapacidad	 emitida	 por	 el	 Imserso	 o	 por	 el	 órgano	 competente	 de	 la	 respectiva	 comunidad	
autónoma,	 o	 en	 su	 caso,	 solicitud	 de	 reconocimiento	 del	 grado	 de	 discapacidad,	 e	 informe	 de	









una	 sola	 vez	 a	 quienes	 durante	 el	 periodo	 1960‐1965	 sufrieron	malformaciones	 corporales	 durante	 el	 proceso	 de	












La	asociación	de	víctimas	de	 la	 talidomida	en	España	 (AVITE),	que	 se	había	 creado	en	2003,	
acordó	en	 la	asamblea	general	de	12	de	marzo	de	2011	 interponer	una	demanda	 judicial	 contra	 la	










Uno	 de	 los	 primeros	 problemas	 que	 surge	 es	 determinar	 quién	 puede	 tiene	 la	 condición	 de	
afectado	por	la	talidomida.	La	demanda	solicita	inicialmente	que	tengan	esta	consideración	a)	todos	



























jurídica	 propia	 y	 distinta,	 destacando	 que	 se	 limita	 a	 distribuir	 en	 España	 los	 medicamentos	 que	
desarrolla	 la	 empresa	 alemana	 Grünenthal	 GmbH.	 Sin	 embargo,	 la	 SJPI	 pone	 de	 manifiesto	 que	









producto	 en	 el	 mercado,	 la	 empresa	 Grünenthal	 GmbH	 se	 ajustó	 a	 los	 estándares	 y	 prácticas	 del	
momento,	 y	 que	 los	 efectos	 no	 eran	 previsibles	 según	 el	 estado	 de	 los	 conocimientos	 existentes	




porque	 no	 se	 adoptaron	 todas	 las	 prevenciones	 exigibles	 para	 evitarlas	 o	 porque,	 las	 adoptadas,	






no	 informar	 a	 los	 médicos	 españoles	 del	 motivo	 de	 la	 interrupción	 de	 las	 ventas	 y	 por	 dar	 a	 los	
colaboradores	externos	una	información	parcial	y	no	toda	la	información.	Grünenthal	GmbH	envió	la	
misma	carta	a	todas	las	filiales	resaltando	la	importancia	de	que	“toda	su	plantilla	de	colaboradores	
externos	 esté	 informada	 de	 forma	 exacta	 y	 objetiva	 para	 que	 estén	 en	 disposición	 de	 contestar	
adecuadamente	las	preguntas	que	pueda	plantear	algún	médico”.	La	filial	española,	de	forma	unilateral,	











En	 cuanto	 a	 la	 relación	 de	 causalidad,	 la	 empresa	 demandada	 alega	 que	 no	 ha	 quedado	




tener	 en	 cuenta	que	el	Real	Decreto	1006/2010	establece	una	 relación	 causal	 eficiente,	 aunque	no	
absolutamente	 excluyente,	 entre	 las	 malformaciones	 padecidas	 por	 los	 afectados	 y	 la	 ingesta	 de	
talidomida	durante	el	embarazo	de	sus	madres,	y	cabe	presumir	que	el	 Instituto	de	Salud	Carlos	III	
habrá	 tenido	 en	 cuenta	 todas	 las	 variables	 que	 hubieran	 podido	 influir	 en	 las	 malformaciones	
examinadas.	
En	 segundo	 lugar,	 alega	 la	 demandada	que	no	 es	 la	 única	posible	 causante,	 pues	hubo	 otros	
laboratorios	que	distribuyeron	productos	con	talidomida	en	España,	como	los	laboratorios	Nessa,	el	
laboratorio	 Peyva	 y	 el	 Instituto	 Farmacológico	 Latino,	 y	 los	 afectados	 no	 han	 demostrado	 que	 sus	































de	 la	 correspondiente	 resolución	 administrativa,	 excepto	 las	 que	 estén	 recibiendo	 ayudas	 de	 la	
Fundación	Contergan.	Aceptó	como	indemnización	la	cuantía	solicitada.	
Grünenthal	 Pharma	 interpuso	 recurso	 de	 apelación	 y	 la	 Audiencia	 Provincial	 de	Madrid,	 en	
sentencia	 de	 13	 de	 octubre	 de	 2014	 revocó	 la	 sentencia	 de	 instancia,	 desestimando	 la	 demanda	
interpuesta	por	AVITE,	por	entender	que	había	prescrito	la	acción	de	responsabilidad	civil.	Contra	esta	


















se	 pudo	 ejercitar	 la	 acción	 (art.	 1969	 CC).	 Y	 la	 acción	 se	 empieza	 a	 contar	 “desde	 que	 lo	 supo	 el	
agraviado”	 (art.	 1968.2	 CC).	 ¿Qué	 es	 lo	 que	 debe	 conocer	 el	 perjudicado?	 Pues	 los	 elementos	 que	
integran	el	supuesto	de	hecho	de	la	pretensión,	es	decir,	la	conducta	negligente	del	agente,	la	relación	
de	causalidad,	el	daño,	así	como	 la	 identidad	del	sujeto	responsable.	Y	si	nos	 fijamos	en	el	daño,	es	











del	 daño	 (nacimiento	 con	 malformaciones),	 o	 desde	 que	 el	 perjudicado	 conoció,	 o	 pudo	
razonablemente	conocer,	el	alcance	del	daño	sufrido	(todas	las	secuelas	derivadas	de	la	focomelia).	
Aquí	cobra	especial	importancia	la	distinción	entre	daños	continuados	y	daños	permanentes.	Los	
daños	 continuados	 son	 los	 que	 se	 van	 produciendo	 continuadamente,	 de	 forma	 sucesiva	 o	
ininterrumpida,	aquellos	en	los	que	la	causa	del	daño	persiste	en	el	tiempo.	Los	daños	permanentes	
son	 aquellos	 que	 se	 producen	 en	 un	momento	 determinado	 y	 se	 prolongan	 en	 el	 tiempo.	 El	 caso	
paradigmático	es	el	de	una	conducta	puntual	que	genera	en	 la	víctima	una	enfermedad	crónica.	La	
diferencia,	por	tanto,	no	radica	tanto	en	el	daño,	que	en	ambos	casos	tiene	una	duración	que	puede	ser	












Constitución.	 Se	 trata	 de	 evitar	 que	 haya	 que	 esperar	 a	 la	 concreción	 definitiva	 del	 alcance	 de	 las	
secuelas,	 cuando	ya	se	pueden	prever	con	cierta	seguridad	 las	consecuencias	 futuras	del	daño.	Con	
carácter	 general,	 tratándose	 de	 enfermedades	 crónicas,	 el	dies	a	 quo	 será	 la	 fecha	 del	 alta	médica	
definitiva.	 Si	 aparecen	nuevos	daños	o	 secuelas	que	no	 se	 tuvieron	en	cuenta	 en	el	momento	de	 la	
fijación	de	la	indemnización,	el	perjudicado	aún	podrá	reclamar	por	ellos.	Para	la	reclamación	por	estos	
daños	sobrevenidos,	que	no	han	sido	valorados	previamente,	empieza	un	nuevo	plazo	de	prescripción.	

















desde	 el	 punto	 de	 vista	 médico,	 del	 daño	 principal.	 Si	 el	 daño	 principal	 es	 el	 nacimiento	 con	
malformaciones	 de	 extremidades	 superiores	 e	 inferiores,	 ello	 genera	 unas	 dolencias	 (lesiones	 de	
espalda	 o	 columna,	 dolor,	 artrosis,	 tensión	 o	 debilidad	muscular,	 etc.)	 que	 son	previsibles,	 pues	 se	





El	 informe,	 de	 21	 de	 diciembre	 de	 2012,	 del	 Instituto	 de	 Gerontología	 de	 la	 Universidad	 de	
Heidelberg,	 dirigido	por	 el	 profesor	Dr.	 Andreas	Kruse,	 fue	 encargado	por	 la	 Fundación	Contergan	
constituida	 por	 la	 empresa	 alemana	 Grünenthal	 para	 conocer	 la	 situación	 actual	 y	 las	 necesidades	
futuras	de	asistencia	de	las	personas	afectadas	por	el	Contergan,	se	constatan	estos	daños	tardíos.	El	
informe	 revela	 la	 existencia	 de	 unos	 daños	 que,	 si	 bien	 tienen	 un	 origen	 prenatal,	 no	 se	 habían	







































de	 causalidad.	 ¿En	 qué	momento	 supieron	 los	 afectados	 que	 el	 origen	 de	 las	 secuelas	 podía	 ser	 el	
consumo,	por	parte	de	sus	madres,	de	un	medicamento	con	talidomida?	La	SAP	(FJ	14º)	señala	que	“es	
difícil	 imaginar	 que	 los	 afectados	 por	 la	 talidomida	 beneficiados	 con	 la	 sentencia	 de	 instancia	 no	
sospecharan	que	sus	secuelas	congénitas	y	perfectamente	manifiestas	se	deberían	al	 fármaco”.	Hay	
algunos	 datos	que	 la	 SAP	 apunta,	 como	por	 ejemplo,	 que	 la	Asociación	Española	para	 el	 registro	 y	
estudio	de	malformaciones	congénitas	realizó	un	estudio	en	torno	a	2003‐2004	para	llevar	a	cabo	un	
censo	en	que	los	defectos	congénitos	pudieran	estar	relacionados	con	la	talidomida	en	España.	O	que,	






2006‐2008,	 de	 las	 causas	 de	 las	 malformaciones,	 sean	 por	 la	 talidomida,	 sea	 por	 cualquier	 otro	
problema	genético.	Con	el	diagnóstico	oficial,	ya	tendrían	(o	podrían	haber	tenido)	a	su	disposición	
todos	 los	 elementos	 fácticos	 (las	 secuelas)	 como	 jurídicos	 (relación	 de	 causalidad	 entre	 daño	 y	































































sido	 las	 consecuencias	 de	 las	 lesiones	 en	 la	 capacidad	 laboral	 del	 trabajador,	 ha	 de	 estarse	 a	 la	











la	prescripción	ya	 se	había	producido	 cuando	 se	publica,	 sino	porque	nada	dispone	esta	norma	en	





escándalo	 de	 la	 talidomida	 difiere	 enormemente	 entre	 los	 diferentes	 países	 en	 los	 que	 existen	
afectados.	En	Alemania	se	iniciaron	acciones	penales	contra	nueve	responsables	de	Chemie	Grünenthal	
GmbH	el	27	de	mayo	de	1968,	en	un	tribunal	regional	de	Aquisgrán,	que	terminaron	siendo	archivadas	















noviembre	de	1972	 se	 crea	 la	 Fundación	Contergan	para	personas	discapacitadas,	 tras	un	acuerdo	
entre	 el	 Gobierno	 federal	 y	 Grünenthal,	 para	 pagar	 indemnizaciones	 a	 los	 afectados.	 En	 2009,	
Grünenthal	 hizo	 una	 nueva	 transferencia	 de	 fondos	 a	 la	 Fundación	 Contergan	 para	 seguir	
proporcionando	ayudas	económicas.	
En	 el	 Reino	 Unido,	 entre	 1962	 y	 1966,	 varios	 afectados	 demandaron	 a	 Distillers	 Company	
(Biochemicals),	llegando	a	un	acuerdo	extrajudicial	en	1968,	aunque	no	quedaban	cubiertos	todos	los	
afectados.	 En	 1971	 se	 reabrieron	 las	 negociaciones,	 y	 durante	 este	 proceso,	 mientras	 se	 estaba	
negociando	 una	 posible	 indemnización	 con	 las	 víctimas,	 The	 Sunday	 Times	 publicó	 un	 reportaje12	
criticando	el	importe	de	la	transacción,	tachándola	de	grotesca	en	relación	con	los	enormes	beneficios	
obtenidos	 por	 la	 empresa.	 Distillers	 solicitó	 judicialmente	 que	 se	 prohibiera	 a	 la	 prensa	 publicar	
artículos	 negativos	 sobre	 la	 talidomida	 y	 ejercer	 presión	 para	 mejorar	 los	 acuerdos.	 Aunque	 esa	
prohibición	fue	impuesta	judicialmente13,	Distillers	acordó	aumentar	las	indemnizaciones	fijadas	en	el	
acuerdo	transaccional,	creando	la	Thalidomide	Trust	en	197314.	En	el	año	2005,	Diageo,	empresa	de	









































en	 Alemania	 o	 el	 Reino	 Unido,	 teniendo	 en	 cuenta	 además	 que	 las	 ayudas	 económicas	 se	 han	 ido	
incrementando	 en	 esos	 países	 a	 medida	 que	 la	 salud	 de	 los	 afectados	 se	 ha	 ido	 deteriorando.	 Es	
inaceptable	que	los	afectados	españoles	no	reciban	una	compensación	adecuada	y	suficiente.	
La	solución	no	es,	sin	embargo,	jurídica,	sino	social	y	legal.	Ya	lo	apunta	el	Tribunal	Supremo:	“La	
solución	 sin	 duda	 no	 está	 en	 estos	momentos	 en	 los	 tribunales	 (…)	 lo	 que	 no	 anula	 una	 eventual	
expectativa	de	que	la	administración	tome	conciencia	de	situaciones	como	la	acontecida,	o	de	cualquier	
otra	 especie,	 y	 le	 haga	 frente,	 como	 ya	 hizo	 en	 el	 año	 2009”	 (FJ	 4º).	 Resulta	 indispensable	 que	 la	
administración	española	dote	unas	nuevas	ayudas	económicas	para	los	afectados,	dado	el	deterioro	de	
su	salud,	por	razones	de	solidaridad	social.	Eso	sí,	las	ayudas	no	sólo	deberían	suficientes,	sino	que	se	
deberían	 arbitrar	 los	mecanismos	 para	 que	 el	 procedimiento	 de	 reclamación	 pueda	 hacerse	 en	 un	
tiempo	razonable.	No	 lo	es	el	plazo	de	dos	meses	escasos	del	Real	Decreto	1006/2010,	teniendo	en	
cuenta	 que	 un	 mes	 era	 agosto.	 Y	 Grünenthal	 Pharma	 debería	 ayudar	 a	 financiar	 esas	 ayudas	 por	
responsabilidad	social	corporativa.	


















y	 de	 la	 técnica	 del	 momento	 (años	 cincuenta	 y	 sesenta),	 y	 que	 no	 pudieron	 detectar	 los	 efectos	
teratogénicos	 a	 tiempo.	 No	 sólo	 eso.	 La	 documentación	 que	 está	 saliendo	 a	 la	 luz	 revelaría	 la	
implicación	del	Gobierno	alemán	de	entonces	en	la	paralización	del	proceso	judicial,	y	su	complicidad	
o	connivencia	en	la	ocultación	de	pruebas,	así	como	la	concesión	de	inmunidad	legal	de	Grünenthal.	




Tribunal	Constitucional20.	Desgraciadamente,	no	parece	que	esta	 vía	 vaya	a	 ser	 exitosa,	 sobre	 todo	
teniendo	en	cuenta	que	es	un	problema	de	jurisdicción	ordinaria.	Parece	que	ahora	sólo	quedan	dos	
vías:	 o	 bien	 reclamar	 judicialmente	 por	 los	 daños	 sobrevenidos,	 distintos	 al	 daño	 prenatal,	 o	 bien	
esperar	 para	 ver	 si	 la	 solicitud	 ante	 el	 Gobierno	 alemán	 concluye	 con	 éxito.	 En	 todo	 caso,	 la	
administración	pública	española	debería	tomar	cartas	en	el	asunto	antes	de	que	sea	demasiado	tarde	















Andalucía	 (BOPA	de	11	de	noviembre	de	2015).	Como	primer	paso	para	 identificar	a	 las	personas	afectadas	por	 la	
talidomida	en	Andalucía,	se	ha	aprobado	un	Decreto	69/2016,	de	1	de	marzo,	por	el	que	se	crea	y	regula	el	Registro	de	
personas	residentes	en	Andalucía	con	anomalías	connatales	causadas	por	talidomida,	y	se	desarrolla	el	procedimiento	
para	la	evaluación,	y	en	su	caso,	inclusión	de	dichas	personas	en	ese	Registro.	
